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Rodríguez Casillas, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la Sra. Aida. M. Arroyo Rivera (en 

adelante, Arroyo Rivera) por sí, como miembro y en representación 

de la Sucesión Juan Manuel Monge La Fosse (en adelante, los 

apelantes) y solicita nuestra intervención para que revoquemos la 

Sentencia Enmendada emitida sumariamente por el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala Superior de Bayamón, el 12 de 

noviembre de 2019.1 Allí, se declaró ha lugar la demanda sobre 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía ordinaria 

promovida por Fannie Mae (en adelante, la apelada) en contra de la 

parte apelante, y en su consecuencia, condenó a ésta a satisfacer la 

cantidad reclamada en dicha demanda. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada.      

 
1 Notificada el 21 de noviembre de 2019. 
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-I- 

El 1 de julio de 2005, en San Juan, Puerto Rico y ante el 

Notario Rafel A. Malavé Lebrón, la señora Arroyo Rivera —junto a su 

fenecido esposo Juan Manuel Monge La Fosse— otorgó la Escritura 

Núm. 316 sobre Segregación, liberación y compraventa. Así, adquirió 

el inmueble localizado en la Urbanización Paseo Altavista, C4, Calle 

2 en el término municipal de Toa Alta, Puerto Rico, por el convenido 

y ajustado precio de $208,000. Ese mismo día, suscribió un Pagaré 

a favor de Doral Bank o a su orden, por la suma de $166,400.00 al 

5.95% de interés anual, con vencimiento al 1ro de julio de 2035. 

Para garantizar el mencionado pagaré, la señora Arroyo Rivera 

también otorgó la Escritura Núm. 317 sobre Primera Hipoteca ante 

el Notario Rafel A. Malavé Lebrón para constituir una hipoteca sobre 

la mencionada propiedad. 

Sin embargo, desde el 1 de marzo de 2010 la parte apelante 

dejó de efectuar los pagos hipotecarios mensuales a los que se 

obligó, por lo que el 7 de febrero de 2011 Fannie Mae instó una 

demanda sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria en contra de ésta. En la misma, Fannie Mae indicó ser el 

tenedor de buena fe del mencionado pagaré, por lo que reclamó a 

los apelantes la suma de $155,630.27 del principal, más el pago de 

los intereses pactados sobre dicha suma, cargos por demora, 

contribuciones e impuestos, así como los créditos y adelantos 

hechos en virtud de la escritura de hipoteca. Además, reclamó la 

suma de $16,640 por concepto de costas, gastos y honorarios de 

abogado, sumas que Fannie Mae declaró vencidas, líquidas y 

exigibles. 

Así las cosas, el 25 de mayo de 2011 los apelantes presentaron 

su Contestación a Demanda y Reconvención. En síntesis, la señora 

Arroyo Rivera admitió haber suscrito las antes descritas escrituras 

de hipoteca y pagaré. No obstante, adujo que las mismas eran nulas 
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por contener cláusulas contrarias a la Ley Hipotecaria. Asimismo, la 

parte apelante alegó que Fannie Mae carecía de legitimación activa 

toda vez que no era tenedora del pagaré. Según ésta, el pagaré fue 

vendido en el mercado secundario y transformado en un producto 

financiero distinto. 

Luego de varios incidentes procesales,2 el 11 de noviembre de 

2017 los apelantes presentaron la Contestación a Demanda y 

Reconvención Enmendada a los únicos fines de elaborar las 

alegaciones relacionadas a la falta de legitimación de Fannie Mae, 

dada la presunta venta del pagaré en el mercado secundario.  

En el ínterin —las partes se sumergieron en el descubrimiento 

de prueba—  y el 13 de agosto de 2018 el TPI emitió una orden 

protectora a favor de Fannie Mae en la cual la eximió de contestar el 

tercer pliego de interrogatorio, producción de documentos y 

requerimiento de admisiones remitido por la parte apelante. Tanto 

este foro apelativo como el Tribunal Supremo, denegaron la 

expedición de los recursos de certiorari presentados por los 

apelantes impugnado la aludida orden. 

Así las cosas, el 16 de agosto de 2019 Fannie Mae presentó 

una Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria y Reiterando Solicitud 

de Desestimación de la Reconvención; mientras que el 21 de agosto 

de 2019, el nuevo representante legal de los apelantes solicitó una 

prórroga de treinta (30) días para oponerse a la solicitud de 

sentencia sumaria; cosa que no hizo.  

 
2 El 27 de marzo de 2013, el TPI dictó Sentencia desestimando la demanda a tenor 

con la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, ante el incumplimiento de Fannie Mae 

con las órdenes del Tribunal. Véase, Apéndice 16 del recurso de apelación, pág. 

171. No obstante, el 30 de septiembre de 2016 Fannie Mae solicitó el relevo de la 

sentencia ante la falta de notificación a la parte demandante de las sanciones y 
apercibimientos de desestimación emitidos en contra de su representante legal. 

Véase, Apéndice 17 del recurso de apelación, págs. 173-178. En consecuencia, el 

TPI declaró ha lugar la solicitud de relevo. 
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En consecuencia, el 16 de octubre de 2019 el TPI dictó 

sentencia sumaria a favor de Fannie Mae.3 Allí, esbozó las siguientes 

determinaciones de hechos: 

El día 1 de julio de 2005, la parte demandada, otorgó ante el 
Notario Rafael A. Malavé Lebrón, testimonio número mil 
ochocientos veintitrés (1823), un pagaré a favor de Doral Bank 
o a su orden, mediante el cual se obligó a pagar la suma 
principal de ciento sesenta y seis mil cuatrocientos dólares 
($166,400.00) más interés desde esa fecha hasta el pago total 
del principal a razón del 5.950% de interés anual sobre el 
balance adeudado. Además, la parte demandada se obligó a 
pagar cargos por demora equivalentes al 5.000% de interés de 
todos aquellos pagos con atrasos en exceso de quince (15) días 
calendarios de la fecha de vencimiento y una cantidad 
equivalente a dieciséis mil seiscientos cuarenta dólares 
($16,640.00) por concepto de costas, gastos y honorarios de 
abogados en caso de reclamación judicial. 
 
Para garantizar el pago de dicho Pagaré, se otorgó una 
hipoteca voluntaria mediante la escritura trescientos diecisiete 
(317) el día 1 de julio de 2005, ante el Notario Rafael A. Malavé 
Lebrón, sobre el bien inmueble que se describe a continuación: 
 

URBANA: Solar radicado en la Urbanización ‘Altavista’, 
localizada en el Barrio Piñas del término municipal de 
Toa Alta, Puerto Rico, que se describe en el plano de 
inscripción, con el número, área y colindancias que se 
relacionan a continuación: Número del solar: 4 del 
bloque ‘C’. Área del solar: 317,250 metros cuadrados. 
[…] 

 
Dicha propiedad consta inscrita en el Folio dieciséis (16) del 
Tomo quinientos dos (502) de Toa Alta finca número 
veinticinco mil trescientos siete (25,307), en el Registro de la 
Propiedad de Bayamón, Sección Tercera (3ra). 
  
La parte demandada ha dejado de pagar las mensualidades 
vencidas desde el día 1 de marzo de 2010 y en su 
consecuencia ha incurrido en el incumplimiento de su 
obligación de pagar en plazos mensuales el principal y los 
intereses según acordados. 
 
La hipoteca que es objeto de esta acción civil se constituyó por 
la suma de ciento sesenta y seis mil cuatrocientos dólares 
($166,400.00), para garantizar el pago del principal 
adeudado, de dieciséis mil seiscientos cuarenta dólares 
($16,400.00) para costas, gastos y honorarios de abogado, en 
caso de reclamación judicial o ejecución, dieciséis mil 
seiscientos cuarenta dólares ($16,640.00) para cubrir 
cualquier otro anticipo que pueda hacerse bajo la hipoteca y 
dieciséis mil seiscientos cuarenta dólares ($16,640.00) para 
garantizar intereses en adición a los garantizados por ley. 
 
La parte demandada renunció a los derechos de presentación, 
aviso de rechazo y protesto. 
  
Las partes convinieron que cualquier plazo mensual bajo este 
Pagaré no es pagado cuando venza y permanece impagado 
luego de la fecha especificada en la notificación del deudor, la 
suma total del principal pendiente de pago e intereses 
acumulados sobre la misma quedaran inmediatamente 

 
3 Notificada el 30 de octubre de 2019. 
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vencidos y pagaderos a opción de la persona con derecho a 
exigir el cumplimiento del instrumento.  
  
De la Declaración Jurada que obra en autos, surge que la 
parte demandada ha incurrido en el incumplimiento de su 
obligación y ha dejado de pagar las mensualidad desde el día 
1 de marzo de 2010, a pesar de los avisos y oportunidades 
concedidas, por lo que la parte demandante declaró vencida 
la totalidad de la deuda ascendente a la suma de ciento 
cincuenta y cinco mil seiscientos treinta dólares con veintisiete 
centavos ($155,630.27) de principal, más los interés al 
5.950% anual, desde el día 1 de marzo de 2010, hasta su total 
y completo pago, y la cantidad de dieciséis mil seiscientos 
cuarenta dólares ($16,640.00) estipulada para costas, gastos 
y honorarios de abogado, así como los cargos e intereses que 
se acumulen diariamente. 
  
La parte demandante presentó en evidencia (a) fotocopia del 
pagaré, el cual no tiene nota alguna de cancelación; (b) 
fotocopia de la escritura de hipoteca; (c) declaración jurada en 
la cual se acreditan las sumas reclamadas y (d) estudio de 
título de la finca objeto de reclamación.4 
 

Al así disponer, el TPI condenó a la parte apelante a satisfacer 

la suma que Fannie Mae le reclamó en la demanda. El 4 de 

noviembre de 2019, Fannie Mae presentó una Moción en Solicitud de 

Enmienda a la Sentencia, puesto que esta no contenía determinación 

alguna en relación a la solicitud de desestimación de la reconvención 

instada por los apelantes.  

En atención a lo anterior, el 12 de noviembre de 2019,5 el TPI 

emitió la Sentencia Enmendada —aquí apelada— a los únicos fines 

de incluir en su dictamen la desestimación de la reconvención con 

perjuicio.  

Insatisfecha, la parte apelante presentó el 26 de noviembre de 

2019 el escrito intitulado: Moción de Recusación Juramentada[,] 

Moción de Reconsideración […] [y] Aviso de Mandamus. Por un lado, 

solicitó la inhibición motu proprio del juzgador de los hechos en el 

presente caso —el Juez Fernando Rodríguez Flores— y por otro lado, 

adujo que la sentencia fue emitida en violación al debido proceso de 

ley, puesto que asegura existen hechos en controversia que 

ameritan un juicio en su fondo. Además, alegó que el 

 
4 Apéndice 37 del recurso de apelación, págs. 709-711. 
5 Notificada el 21 de noviembre de 2019. 
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descubrimiento de prueba no había culminado y, que no se le dio 

oportunidad para oponerse a la moción dispositiva. Por último, 

arguyó que la solicitud de sentencia sumaria presentada por Fannie 

Mae no cumple con las exigencias de la Regla 36 de Procedimiento 

Civil. 

Luego de varios incidentes procesales adicionales, el 19 de 

diciembre de 2019 el TPI  —por conducto de la Juez Anelís 

Hernández Rivera— emitió una Resolución declarando no ha lugar 

la solicitud de recusación. 6  Eventualmente fue denegada una 

solicitud de reconsideración, mediante orden de 13 de enero de 

2020.7 De igual modo, el 22 de enero de 2020 el TPI dictó una 

Resolución declarando no ha lugar la moción de reconsideración 

sobre la Sentencia Enmendada instada por la parte apelante.8 

Todavía en desacuerdo, la parte apelante acudió ante este 

Tribunal de Apelaciones mediante el presente recurso de apelación, 

en el cual alegó que el TPI incidió: 

[a]l dictar Sentencia Sumaria Enmendada en el caso de 
epígrafe en medio de: (i) etapa de descubrimiento de prueba; 
(ii) cambio de abogado con oportuna solicitud de prórroga para 
oposición a la moción de sentencia sumaria; (iii) proceso de 
recusación sub judice; y habiendo controversia sobre los 
hechos medulares del caso y evidencia pericial en autos. 

 

E 11 de junio de 2020, compareció Fannie Mae en oposición 

al recurso de apelación. Así, contando con la comparecencia de 

ambas partes, procedemos a resolver. 

-II- 

La Regla 36 de Procedimiento Civil regula el mecanismo 

procesal de la sentencia sumaria, cuyo propósito principal es 

facilitar la solución justa, rápida y económica de casos civiles que 

no presentan controversias genuinas o reales sobre hechos 

materiales y esenciales. 9 Se considera un hecho material esencial 

 
6 Notificada al día siguiente. 
7 Notificada al día siguiente. 
8 Notificada el 24 de enero de 2020. 
9 32 LPRA Ap. V, R. 36; Bobé v. UBS Financial Services, 198 DPR 6, 19-20 (2017). 
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“aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

al derecho sustantivo aplicable”.10 Por lo tanto, procederá dictar una 

sentencia sumaria:  

[s]i las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 
interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 
declaraciones juradas si las hay, u otra evidencia, 
demuestran que no hay controversia real sustancial en cuanto 
a algún hecho esencial y pertinente y que [,] como cuestión de 
derecho[,] el tribunal debe dictar sentencia sumaria a favor de 
la parte promovente.11  

 

Es decir, este mecanismo podrá ser utilizado en situaciones 

en las que la celebración de una vista o del juicio en su fondo 

resultare innecesaria, debido a que el tribunal tiene ante su 

consideración todos los hechos necesarios y pertinentes para 

resolver la controversia y solo le resta aplicar el derecho. 12  De 

manera, que un asunto no debe ser resuelto por la vía sumaria 

cuando:  

(1) existan hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) 
hayan alegaciones afirmativas en la demanda que no han 
sido refutadas; (3) surja de los propios documentos que 
acompañan la moción una controversia real sobre algún hecho 
material y esencial, o (4) como cuestión de derecho no 
procede.13  

 

La precitada regla, establece los requisitos de forma que debe 

satisfacer toda solicitud de sentencia sumaria.14 El inciso (a) de la 

Regla 36.3 de Procedimiento Civil, dispone que la moción de la parte 

promovente deberá contener:  

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes;  
(2) los asuntos litigiosos o en controversia;  
(3) la causa de acción, reclamación o parte respecto a la cual 
es solicitada la sentencia sumaria;  
(4) una relación concisa y organizada en párrafos 
enumerados, de todos los hechos esenciales y pertinentes 
sobre los cuales no hay controversia sustancial, con indicación 
de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u 
otra prueba admisible en evidencia donde se establecen los 
mismos, así como de cualquier otro documento admisible en 
evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal;  

 
10 S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo de Titulares, 184 DPR 133, 167 (2011). 
11 Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e). 
12 Burgos López et al. v. Condado Plaza, 193 DPR 1, 17-18 (2015); Mejías v. 
Carrasquillo, 185 DPR 288, 299 (2012). 
13 S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo de Titulares, supra, pág. 168. 
14 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 431 (2013). 
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(5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 
argumentando el derecho aplicable, y  
(6) el remedio que debe ser concedido.15  

 

Ahora bien, presentada una moción de sentencia sumaria, la 

parte promovida no deberá cruzarse de brazos ni descansar 

exclusivamente en meras afirmaciones o en las aseveraciones 

contenidas en sus alegaciones.16 Es preciso que la parte promovida 

formule —con prueba adecuada en derecho— una posición 

sustentada con contradeclaraciones juradas y contradocumentos 

que refuten los hechos presentados por el promovente. 17  Por 

consiguiente, cualquier duda que plantee sobre la existencia de 

hechos materiales en controversia no será suficiente para derrotar 

la procedencia de la solicitud. 18  Después de todo, “[l]a etapa 

procesal para presentar prueba que controvierta los hechos 

propuestos por una parte en su Moción de Sentencia Sumaria 

Sentencia Sumaria no es en el juicio, sino al momento de presentar 

una Oposición a la Moción de Sentencia Sumaria, según lo exige la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra”. 19  Así, que la parte 

promovida tendrá el plazo de veinte (20) días para oponerse a la 

solicitud de sentencia sumaria, contados a partir de la notificación 

de la misma.20 

En ese sentido, la parte promovida también tiene la obligación 

de cumplir con las exigencias enunciadas en las cláusulas (1), (2) y 

(3) del inciso (a) de la Regla 36.3 de Procedimiento Civil. 21  Le 

corresponde citar con especificidad cada uno de los párrafos, según 

enumerados en la solicitud de sentencia sumaria, que entiende se 

encuentran en controversia, al igual aquellos que no.22 Dicha tarea, 

 
15 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (a).  
16 Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 769, 785 (2016). 
17 Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 214-215 (2010). 
18 Oriental Bank v. Perapi et al., 192 DPR 7, 26 (2014). 
19 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 122 (2015). 
20 Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b). 
21 Regla 36.3 (b)(1) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b)(1). 
22 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432. 
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deberá ser realizada de forma tan detallada y específica como lo haya 

hecho la parte promovente y haciendo referencia a la prueba 

admisible en la cual se sostiene la impugnación, con cita a la página 

o sección pertinente.23 Ahora bien, la inobservancia de las partes 

con la normativa pautada tiene repercusiones diferentes para cada 

una. Al respecto, nuestro Tribunal Supremo ha señalado que:  

[p]or un lado, si quien promueve la moción incumple con los 
requisitos de forma, el tribunal no estará obligado a 
considerar su pedido. A contrario sensu, si la parte opositora 
no cumple con los requisitos, el tribunal puede dictar sentencia 
sumaria a favor de la parte promovente, si procede en 
derecho. [Cita omitida]. Incluso, si la parte opositora se aparta 
de las directrices consignadas [en la regla] el tribunal podrá 
no tomar en consideración su intento de impugnación [de los 
hechos ofrecidos por el promovente]. [Cita omitida].24 
 

En atención a esto, nuestro Máximo Foro ha reconocido que 

el deber de numeración no constituye un mero formalismo ni es un 

simple requerimiento mecánico sin sentido. 25  Este esquema le 

confiere potestad a los tribunales para excluir aquellos hechos 

propuestos que no hayan sido enumerados adecuadamente o que 

no hayan sido debidamente correlacionados con la prueba.26  

Por otra parte, es menester señalar que al ejercer nuestra 

función revisora sobre decisiones en las que se aprueba o deniega 

una solicitud de sentencia sumaria, nos encontramos en la misma 

posición que los foros de primera instancia.27 Siendo la revisión una 

de novo, debemos ceñirnos a los mismos criterios y reglas que 

nuestro ordenamiento les impone a estos, y debemos constatar que 

los escritos de las partes cumplan con los requisitos codificados en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.28 A tenor con lo expuesto, 

nuestro más alto Foro ha pautado lo siguiente:  

[e]l Tribunal de Apelaciones debe revisar si en realidad existen 
hechos materiales en controversia. De haberlos, el foro 

 
23 Ibid; Burgos López et al. v. Condado Plaza, supra, pág. 17. 
24 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 111. 
25 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 434. 
26 Id., pág. 433. 
27 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118; Vera v. Dr. Bravo, 161 

DPR 308 (2004). 
28 Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 
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apelativo intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 
Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que están 

en controversia y cuáles están incontrovertidos. […].  

 
[Por el contrario], de encontrar que los hechos materiales 
realmente están incontrovertidos, el foro apelativo intermedio 
procederá entonces a revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia.29  

 

Desde luego, el alcance de nuestra función apelativa al 

intervenir en estos casos no comprenderá la consideración de 

prueba que no fue presentada ante el foro de primera instancia, ni 

la adjudicación de hechos materiales en controversia.30  

-III- 

 

En síntesis, en el presente caso la parte apelante se 

circunscribe a alegar que el TPI incidió al dictar sentencia sumaria 

a favor de Fannie Mae toda vez que: (1) el descubrimiento de prueba 

no había culminado; (2) no tuvo oportunidad de presentar su escrito 

en oposición a la solicitud de sentencia sumaria; (3) existía un 

proceso de recusación sub judice; y (4) existen hechos materiales en 

controversia.  

Luego de examinar el expediente apelativo, resolvemos que el 

TPI no erró al así actuar. Advertimos que los fundamentos expuestos 

en apoyo al escrito de apelación presentado por la parte apelante 

distan de ser específicos, así como de la realidad procesal. Así, por 

ejemplo, la parte apelante se limitó a alegar que la etapa de 

descubrimiento de prueba no había culminado, sin hacer referencia 

a deposición alguna pendiente de tomar o, a requerimiento de 

documentos y admisiones e interrogatorios pendientes de contestar 

por cualesquiera de las partes. Tampoco hizo referencia a 

controversia alguna sobre el descubrimiento de prueba que 

estuviese pendiente ante los foros judiciales.  

 
29 Id., págs. 118-119. 
30 Ibid. 
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Por el contrario, surge del expediente que la única 

controversia relativa al descubrimiento de prueba ya fue adjudicada. 

Nos referimos a la orden protectora emitida por el TPI el 13 de agosto 

de 2018 a favor de Fannie Mae en relación al tercer pliego de 

interrogatorio y requerimiento de documentos y admisiones remitido 

por la parte apelante.31 Tanto este Tribunal de Apelaciones como el 

Tribunal Supremo denegaron su revisión por lo que, a la fecha, la 

decisión del TPI sobre el descubrimiento de prueba es final y firme.32  

En consecuencia, ante la falta de un señalamiento concreto y 

válido que nos invite a cuestionar la etapa del descubrimiento de 

prueba en la cual se encontraba el presente caso al momento de 

dictarse sentencia, resolvemos que no le asiste la razón al apelante 

sobre dicho particular. 

Asimismo, se equivoca la parte apelante al alegar que el TPI 

coartó su derecho a presentar una oposición a la solicitud de 

sentencia sumaria. Nuevamente, dicha parte omitió en su escrito de 

apelación argumentar al respecto.  

Sin embargo, sabido es que el 16 de agosto de 2019 Fannie 

Mae presentó la moción en solicitud de sentencia sumaria en 

cuestión y, cinco días más tarde —el 21 de agosto de 2019— la parte 

apelante solicitó una prórroga de treinta (30) para presentar su 

escrito en oposición.33 Aun cuando no se desprende del expediente 

que el TPI hubiera concedido tal prórroga, la Regla 36.3(b) de 

Procedimiento Civil, supra, es clara cuando dispone que la parte que 

se opone a una moción dispositiva de esta naturaleza tendrá veinte 

(20) días para así hacerlo. De manera que —considerando la 

situación de hecho más favorable para la parte apelante— el término 

 
31 Apéndice 31 del recurso de apelación, pág. 509. 
32 Apéndice del alegato en oposición, págs. 1-8. 
33 Como nota al calce, señalamos que el abogado que asumió la presentación legal 
de la parte apelante forma parte de la oficina de la Lcda. Grace Monge La Fosse – 

anterior representante legal de dicha parte y abogada separada de la profesión 

mediante Sentencia Per Curiam dictada en In re Grace Monge la Fosse, 202 DPR 

594 (2019). Véase, Apéndice 35 del recurso de apelación, págs. 702-704. 
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solicitado por estos finalizó el 23 de septiembre de 2019, sin que 

presentaran escrito alguno en oposición a la solicitud de sentencia 

sumaria. Así pues, el TPI no incidió al dictar sentencia el 16 de 

octubre de 2019.  

Por otra parte, contrario a lo alegado por la parte apelante, 

señalamos que para la fecha del dictamen —16 de octubre de 2019— 

no se encontraba solicitud de recusación alguna pendiente de 

adjudicación por el TPI. Destacamos que la misma fue presentada 

con posterioridad y fue declarada no ha lugar, entre otras cosas, por 

incumplir con las disposiciones de la Regla 63.2 de Procedimiento 

Civil al no estar juramentada.34 Así, la parte apelante presentó una 

segunda solicitud de recusación, la cual fue declarada no ha lugar 

nuevamente mediante resolución de 19 de diciembre de 2019.35 

Dicha parte solicitó ante este Tribunal de Apelaciones la revisión de 

dicho dictamen, mediante el recurso KLAN202000126, el cual fue 

acogido como certiorari. Sin embargo, su expedición fue denegada 

por este Foro Apelativo, mediante Resolución de 28 de febrero de 

2020. Además, tomamos conocimiento judicial de que la parte 

apelante acudió ante el Tribunal Supremo, mediante el recurso de 

certiorari CC-20-524, el cual fue denegado por dicho foro. El 

mandato fue remitido el 17 de febrero de 2021. 

Por ende, resolvemos que la alegación de la parte apelante 

relacionada a la petición de recusación carece de méritos. 

Ahora bien, en relación a la procedencia propiamente de la 

solicitud de sentencia sumaria —por estar en la misma posición que 

el TPI— procedemos a revisar en primera instancia si el escrito de 

Fannie Mae cumplió con las exigencias de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra; y luego, dictaminaremos sobre la 

 
34 Apéndice 42 del recurso de apelación, pág. 749. 
35 Id., Apéndice 48, págs. 785-791. 
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presunta existencia de hechos en controversia como propone la 

parte apelante. 

En primer lugar, con la revisión de la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por Fannie Mae logramos constatar el 

cumplimiento con los criterios de la Regla 36 de nuestro 

ordenamiento civil procesal. La misma contiene una exposición 

breve de las alegaciones de las partes; señala los asuntos en 

controversia; identifica la causa de acción sobre la cual solicita el 

dictamen; hace una enumeración de los hechos materiales 

incontrovertidos con referencia a los documentos en apoyo; presenta 

el derecho aplicable; y el remedio solicitado. Por tanto, razonamos 

que el TPI actuó correctamente al decidir considerar la procedencia 

de la solicitud de sentencia sumaria instada por Fannie Mae. 

Ahora bien, ¿existen hechos materiales en controversia? 

Resolvemos que no, por lo que adoptamos por referencia las 

determinaciones de hechos esbozadas por el TPI en su dictamen, 

arriba transcritas. En ese sentido, coincidimos con el TPI en cuanto 

que Fannie Mae presentó —a satisfacción del tribunal— evidencia 

que lo identifica como el tenedor de buena fe del pagaré que la 

señora Arroyo Rivera suscribió el 1 de julio de 2005, a favor de Doral 

Bank o a su orden.36 De hecho, ésta admitió en su contestación a la 

demanda que suscribió el referido pagaré así como la escritura de 

hipoteca.37  Por otra parte, ante la falta de prueba en contrario, 

damos por admitida la cantidad adeudada y reclamada por Fannie 

Mae en su demanda.  

En consecuencia —a base de los documentos no 

controvertidos que acompañan la solicitud de sentencia sumaria y 

los que componen la totalidad de los autos de este caso— 

concluimos que Fannie Mae demostró que no existe controversia de 

 
36 Id., Apéndice 34, págs. 672-675. 
37 Id., Apéndice 2, pág. 11. 
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hechos esenciales que impedían que el TPI dictara sentencia 

sumaria a su favor. En cambio, la parte apelante no cumplió con su 

carga procesal de controvertir las alegaciones del apelado. En virtud 

de lo anterior, resolvemos que el foro apelado no incidió al disponer 

del presente caso por la vía sumaria. 

-IV- 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la sentencia 

apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


